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Tal de los Registros y del Notariado, en el recurso guber­
nativo interpuesto por doña Araceli Celsa Herrera Brilo,
contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Gra­
nadina de Abona a inscribir un auto judical de adjudi­
caci6n de bienes.

En el recurso gubernativo interpuesto por doña Araceli Celsa Herrera
Brito, contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Granadilla
de Abona a inscribir un auto judicial de adjudicación de bienes.

Hechos

1•
En el Juzgado de lo Social número 3 de Santa Cruz de Tenerife se

siguieron autos sobre reclamación de cantidad número 321/1990, a ins­
tancia de don Plácido M. Iglesias Sanajurjo contra ~LaderaBlanca de Tene­
rife, Sociedad Anónima., y en los que por auto de fecha 27 de noviembre
de 1991 se acordó la adjudicación a favor de la recurrente,de la finca
registral sobre la que previamente se había tomado la anotación preventiva
de embargo letra A derivada de dicho. procedimiento. Copcurriendo en
el caso las siguientes circunstancias: La Con fecha 25 de octubre de 1990
fue expedida por el Registrador de la Propiedad certificación acreditativa
de que la finca figuraba inscrita a nombre de la demandada en dichos
autos «Ladera Blanca de Tenerüe, Sociedad Anónima~, y que en dicha
fecha no había pendiente en el Diario 'ningún documento con relación
a dicha finca. 2.a Con fecha 1 de febrero de 1991 fue expedida por el
Registrador de la Propiedad certificación en contestación al mandamiento
librado por el Juzgado de lo Social número 3 de Santa Cruz para la ano­
tación de embargo indicándose que la finca estaba afecta a la servidumbre
que resultaba de la descripción de la finca y a la anotación preventiva
de embargo letra A derivada de dicho procedimiento sin que existiesen
títulos en el Diario pendientes de despacho.

II

Con fecha 21 de diciembre de 1991 fue presentado en el Registro de
la Propiedad de Granadilla de Abona testimonio del auto de adjudicación,
que fue calificado con la siguiente nota: «Denegada la inscripción del pre­
cedente documento por figurar inscrita la finca a favor de don Walter
Rack -persona distinta de la demandada-, en virtud de escritura cuya
fecha de otorgamiento (1.0 de diciembre de 1989), es anterior a la anotación
del embargo motivada por mandamiento derivado del procedimien­
to 75/90, cuyo auto de Ejecución motivó el documento que precede.--Gra­
nadilla de Abona, a 24 de febrero de 1992.-EI Registrador, firmado, José
Menéndez Hernández».

ID

La adjudicataria del bien doña Araceli Celsa Herrera Brito interpuso
recurso gubernativo contra dicha calificación y alegó: 1.0 Que por el prin­
cipio de rogación los asientos registrales han de practicarse a instancia
de parte y sólo excepcionalmente de oficio. Y tratándose de anotaciones
preventivas hechas en virtud de mandamiento judicial no se cancelarán.
éstas, sino por providencia ejecutoria de conformidad artículo 83 de la
Ley Hipotecaria. 2.° Que no concurre en el caso ninguna de las causas
que conforme a los artículos 206· a 210 del Reglamento Hipotecario deter­
minarían la procedencia de la cancelación de la anotación, que además
conforme al artículo l de la Ley Hipotecaria está bl\io la salvaguardia
de los Tribunales que son los únicos que pueden decretar su cancelación,
y no la actuación de oficio del Registrador que haciendo innecesaria la
interposición de la tercería de dominio, resolvería la cuestión de forma
unilateral con quebranto del principio de Contradicción propio de todos

procedimiento contencioso judicial. 3.° Que con la calificación recurrida
se vulnera el principio de prioridad,' que exige se de preferencia al que
antes llega al Registro frente al que por· negligencia deje de inscribir.
4.° Que la adjudicataria del bien tiene la condición de tercero de buena
fe ya que ha actuado en todo caso a la vista de las certificaciones registrales
y de la presunción de exactitud del Registro,no pudiéndole perjudicar
según el tenor del artículo 32 de la Ley Hipotecaria los títulos de dominio
de bienes inmuebles no debidamente inscritos. 5.° Que presentada en
primer lugar la escritura del señor Rack, caducado el asiento de presen~

tación, practicada la anotación de embargo de la que trae causa el auto
de adjudicación, y presentada con posterioridad nuevamente la escritura
del señor Rack, siendo en esta segunda ocasión objeto de' inscripción,
no puede dársele a ésta una eficacia retroactiva a la fecha de la primera
presentación con cancelación de oficio de la citada anotación.

IV

El Registrador informó: 1.0 Que el auto de adjudicación de la finca
embargada no puede prevalecer sobre la inscripción de dominio practicada
después de haberse anotado el embargo pero apoyada en un titulo de
fecha anterior a la anotación. 2.° Que las certificaciones expedidas refle­
jan correctamente el contenido de los Libros en las fechas en las que
fueron expedidas. 3.° Que el Registrador no ha cancelado las anotaciones
preventivas de embargo que gravan la finca todas las cuales constan vigen­
tes en la actualidad. 4.° La caducidad del asiento de presentación de
un título no impide que el interesado pueda volverlo a presentar con pos­
terioridad todas las veces queJo considere conveniente. 5.° Los principios
básicos del sistema no tienen plena -aplicación cuando se plantea una
controversia entre una titularidad dominical que accede tardíamente al
Registro y se enfrenta a un embargo anotado previamente. 6.° La ano­
tación preventiva de embargo atribuye al crédito correspondiente única­
mente prelación en cuanto a créditos contraídos con posterioridad, pero
no frente a los actos dispositivos anteriores aunque registrados tardia­
mente.7.0 La anotación preventiva de embargo no surte los efectos pro­
pios de la hipoteca. El adquirente de la finca con anterioridad a la ano­
tación, aunque inscrito después, no tiene la consideración de tercer posee­
dor y, por tanto, no puede afectarle aquélla una vez inscrito su título.
8.° Que es el adquirente con título adquisitivo anterior a la anotación
el que, de conformidad con el artículo 38.3, de la Ley Hipotecaria, puede
mediante la inscripción de s~ título lograr el sobresei"Iniento del proce­
dimiento de ejecución. 9." Que en supuestos como los del recurso se
produce un fallo del sistema, pusto que ni puede dejarse sin efecto la
anotación ni tampoco puede inscribirse la enajeI\ación provocada por la
ejecución con pérdida para el adjudicatario no sólo de la propiedad de
la finca sino del precio pagado por ella bajo la garantía del Juez, si éste
dentro del procedimiento hubiera entregado su importe al acreedor eje­
cutante y el sobrante al deudor ejecutado o a quien tiene derecho a él,
y uno y otros,' resultasen insolventes e hiciesen infructuoso todo intento
de repetición.

v

El Magistrado-.Juez de lo SoC'Íal número 3 de Santa Cruz de Tenerüe,
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 115 del Reglamento Hipo­
tecario informó: 1.0 Que las anotaciones preventivas pueden ser de dos
cIases: a) De mera publicidad cuando se limitan a publicar una situación
jurídica no inscribible; b) Constitutivas, cuando a ese efecto añaden el
de constituir Una garantía real especial análoga a la hipoteca, siendo de
este tipo la anotación preventiva de embargo que puede considerarse como
una «hipoteca judicial>. 2.° Que no obstante lo anterior a la hipoteca
ordinaria se le aplican plenamente los principios hipotecarios y, por ello,
no peIjudicar al l¡l.creedor garántizando con ella los títulos no inscritos,
cualquiera que sea la fecha de sus titulos. Mientras que con respecto a
la anotación preventiva de embargo se produce una ruptura de los prin~

cipios hipotecarios como consecuencia de lo establecido en los artículos 44
de la Ley Hipotecaria y 1.923. 4.°, del Código Civil, pues la misma sólo
prevalece sobre los acto<s: de -disposición otorgados sobre el bien anotado
con posterioridad a la fecha de la anotación, pero no sobre los actos dis-
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positivQS otorgados con anterioridad aunque se inscriba con posterioridad
a la anotación d'ebiéndose rechazar la tesis minoritaria que defiende la
prevalen~ia de modo absoluto deJa anotación sobre cualquier acto dis­
positivo anterior o posterior que no constase en el Registro. 3.0 Que no
se había dado cumplimiento por el Registrador a lo dispuesto en el artículó
262.2, de la Ley de Procedimiento Laboral.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, previa
petición para mejor proveer de una certificación de la finca al Registrador,
dictó Auto con fecha 5 de octubre del992, en el que comprobaba la vigencia
de la inscripción de dominio a favor de don Walter Rack y considerando
que ésta únicamente puede ser atacada en el juicio declarativo que corres­
ponde, a tenor de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley Hipotecaria,
resolvió desestimar el recurso, sin pronunciarse sobre. el incumplimiento
por el Registrador del artículo 252.2, de la Ley de Procedimdiento Laboral,
por no ser éste el procedimiento adecuado para ello.

VD
•

Doña· Araceli ,Celsa Herrera Brito apeló ante esta Dirección General,
contra el Auto de 5 de octlibre de 1992, reproduciendo los argumentos
sustentados en su escrito de iniciación del recurso.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española; 118 del Código
civil; 17 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; 1516, 1532 Y siguientes
de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 17, 18; 34, 38.1, 71, 131-8.° Y 17 Y 13Z.2.0
de ·la Ley Hipotec81ia¡ 17&-2.°, 233 y 434 del Reglamento Hipotecario.

1. En el presente recurso se debate sobre la inscripción en el Registro
de la Propiedad de un auto de acUudicación de un inmueble dictado en
los trámites, de ejecución de sentencia, inscripción que es denegada por
el Registrador por aparecer la fmca inscrita a favor de persona distinta
del demandado, en virtud de título otorgado con anterioridad a la' anotación
del embargo decretada en aquellos autos, pero que es inscrito con pos-­
terioridad a dicha anotación.

2. No sólo los argumentos legales, tanto de orden procesal como estric­
tamente tegistrales, contradicen el criterio del Registrador; también la
valoración de las consecuencias prácticas a que tal criterio ~voca se pre­
senta inconciliable con su mantenimiento..

En ~fecto, y por lo que a esta segunda cOnsideración se refiere, ha
de rep3rarse que al no existir -y ello es indudable al tiempo de producirse
los hechos enjuiciados- ningún mecanismo que asegurase la constancia
en el proceso de ejecución de' esa inscripción posterior a la anotación
del embargo basada en un título traslativo anterior al embargo mismo,
se coma: el riesgo de' la continuación, innecesaria de un proceso cuyo
resultad.o'·noiba a lograr reconocimiento jurídico alguno (el titular registra!
se presume dueño a todos los efectos legales -vid artículo 38.1-, de la
Ley Hipotecaria), con el consiguiente descrédito para las 'ejecuciones judi~

ciales y el injustificado trato que se otorgaría a los eventuales postores
(quienes ni siquiera consultando el Registro al tiempo de la subasta podrán
adquirir certeza de la titularidad del ejecutado sobre el bien a ejecutar,
pU,es esa· inscripción intermedia podía sobrevenir en el interin entre la
subasta y la presentación en el Registro del auto de adjudicación) que
no sólo perderían el bien adquirido sino que encontrarían importantes
dificultades para recuperar el precio abonado; y todo ello en beneficio
de quien -:-Quizás cOnscientemen~ no sólo retrasó la inscripción de su
derecho respecto de la constación registra! del embargo, sino que, además,
adopta una postura pasiva., absteniéndose de hacer" valer ese derecho en
el proceso enUiblado, a pesar de que el Regi,stoo ya advertía en el momento
de su inscripción, de la existencia de dicho proceso. Ha de reconocerse
la poca coherencia de una solución que impone la publicidad registra!
del embargo a ·fin de dar segUridad al tráfico jurídico, pero que al mismo
tiempo concibe la. inscripción como un instrumento de inutilización de
un embargo anteriormente anotado, y al margen del proceso mismo en
que se decreta~ la más estlicta lógica jurídica impone que desde que el
embargo accede al Registro de la Propiedad, éste se convierte en garante
de su íntegra eficacia mientras no sea alzado por el Juez que lo decretara;
aun cuando el título anterior al embargo sea de mejor condición que éste,
no puede pretenderse que la sola inscripción re8Istral proporcione una
tutela definitiva frente al embargo, pues ni siquiera se anticipó a dicho
embargo en la constatación tabular.

3. También desde laperspectivajurídic~procesalresulta inadmisible
el criterio del Registrador. La regulación legal de la tercería de dominio

(vid artículos 1.532 y siguientes, de la Ley de Enjuiciamiento Civil), pre­
supone que en caso de embargo de un bien ajeno al deudor (hipótesis
in.evitable dada la no necesidad de previa justificación de la titularidad
del dueño sobre el bien a embargar) el verdaclE;ro dueño que quiera obtener
su liberación debe acudir al proceso de EÚecución reclamándolo en tercería
de dominio y obtener sentencia declarativa favorable, quedando entre tanto
suspendido el apremio, y, además, deberá hacerlo antes de ser consumada
la venta de los bienes o de su adjudicación en pago y entrega al rematante
(en otro caso, los bienes se pondrán a disposición del rematante y si
lo solicita, se le pondrá en posesión de los misIl)os yse le dará a conocer
como dueño a las personas que. designen -artículo 1.516-,8in perjuicio,
claro está, del derecho del verdadero dueño para hacerlo valer como y
contra quien corresponda -artículo 1.533 de la Ley E'nju'iciamiento Civil-).
De esta regulación se desprende, inequívocamente, que los presu.puestos
o aparienéias de titularidad que posibilitaron el embargo (sea la posesión
del b~en por el embargado, sea la apariencia de titularidad que el Registro
proclamara a su favor) han de ser mantenidos, en benficio del rematante,
en tanto no sean desvirtuados en el propio proceso en que se decretó
el embargo (del mismo modo que esa 'aparIencia regis.tral de'titularidad
posibilitó el embargo y su anotación, igualmente ha de pósibilitar la in&
cripción del remate si no fue oportunamente impugnada en elpropio pro­
ceso); y aunque es cierto que tales apariencias de titularidad no pueden
reputarse inatacables en favor del rematante, por el sólo hecho de haber
adquirido su derecho mediante una eIUijenación judicial (nadie puede
adquirir derechos de quien no los ostenta, y no siendo dueño el deudor
ejecutado, tampoco podrá serlo el rematante, a salvo siempre lo dispuesto
en el artículo 34 de la Ley Hipotecaria), también lo es que, al menos,
ha de gozar aquél de la cómoda posición defensiva, en elsenti¡> de que
corresponderá a quien contradiga tales ápariencias, la carga de la iniciativa
procesal (y de ahí el inciso final del artículo 1.533, párrafo 2.°, de la Ley
de Enjuiciamiento Civil).. Pues bien, trente a este esquema legal -en el
que tan' armoniosamente se concilian los intereses de todas las partes
interesadas: Deudor, rematante, verdadero dueño- es obvio que no puede
admitirse el que la sola inscripción, después de la ,anotación del embargo,
de un título anterior a la traba, obstaculize· ya la inscripción que en su
día solicite el rematante, invirtiendo,en su contra, la' carga de la inciativa
procesal; no sólo quedan. inutilizada la vía. de la tercería de dominio
en el caso de ejecución de bienes inmuebles inscritQs, sino que además
-y ello es menos justificabl~ tal. resultado se producirla por efecto de
una decisión -la calificación del Reglstrador- que es'dictada en un pro­
cedimiento no contradictorio en el que ni el acreedor embargante. ni el
deudor tienen posibilidad de alegación y prueba en favor de su derecho,
y que se basa en un número muy limitado de medios de calificacióri (ha
de estarse exclusivamente..a '10 que resulte del título' y del Registro -vid
artículo 18 de la Ley Hipotecaria-); se produciría, pues, una nagranU;!
vulneración del principio constitucional de la tutelajudic;ial de los derechos
(artículo 24 de la Constitución Española) y del deber de colaboración
con la Administración de Justicla que incumbe a toda autoridad o fun­
cionario (artículo 118 del Código Civil y 17 de la' Ley OrgániCa del Poder
Judicial).

4. Por otra parte, y ya. desde la perspectiva estrictamente registral,
se confirma la inadmisibilidad del criterio del Registrador. La conside­
ración de que 'el proceso de ejecución y' su resultado -el remate- han
de verse inutilizados por el solo juego registral, en benficio de una adqui­
sición que aun siendo anterior a! embargo e incompatible con él, accede
al Reglstro después, resultaabsolutainente incompatible con uno de ló~
postulados básicos quer1gen esta institución cuales el de la prioridad
(articulo 17 de la Ley Hipotecaria). En efecto, por virtud de este postulado,
el títtllo que primero accede al Registro, determina, por esta sola razón,
el cierre registra! respecto de cualquier otro que aun siendo anterior, resul·
te incompatible con él; es indiferente que, el título que primero accedió
al Registro sea de peor condición que el·incompatible, y que, en definitiva,
haya de ceder ante él, pues mientras la inscripción de aquél subsista,
este otro verá cerrado su renejo registral y, puesto que aquella inscripción
queda b;ijo la salvaguardia de los Tribunales artículos 1 y 38 de la Ley
Hipotecaria), es obvio que será al titular incompatible a quien correspon­
derá la carga de impugnar judicialmente aquélla. Siendo esto así, y siendo
evidente la incompatibilidad entre el embargo anotado y la enajenación
anterior que aún no se ha inscrito, obligado es' concluir, bien que esta
enajenación anterior no podrá ser ya inscrita desp~és de la anotación
del embargo, bien que ha de admitirse -como solución más práctica­
tal inscripción (por analogía con la inscripción de una eIUijenación pos­
terior del bien trabado -artículo 71 de la Ley Hipotecaria-), pero con
absoluta supeditación a aquel embargo, de modo que al acceder al Registro
el remate, su inscripción provocará la cancelación de aquélla, como ocurre
respecto.de las inscripciones de en;ijenación posterior ~ embargo mismo.
Se concilian asf los planteamientos p~esalese hipotecarios, pues amboa
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conducen a la conclusión de que es ese adquirente anterior al embargo.
que accede al Registro después, el' que debe impugnar judicialmente la
apariencia registra! de titularidad del embargo si quiere obtener el defi­
nitivo reconocimiento registra! de su derecho, impugnación que durante
la tramitación de la ejecución tiene su 'vía adecuada en la tercería de
dominio.

5. Contra lo anterior no cabe invocar que el embargo no goza de
la protección por la fe pública registra!. Como se ha señalado, el principio
de prioridad es independiente en su esencia yalcance respecto del principio
de fe pública; el título que se anticipa en el acceso registral produce por
esta sola razón el cierre registra! a cualquier otro incompatible, y ello
aun cuando aquél no reúna los requisitos del articulo 34 de la Ley Hipo­
tecaria (una donación por ejemplo, en conflicto con una venta anterior
del mismo bien efectuado por e! donante); lo único que ocurre es que
ese efecto de cierre registral, basado cn la sola prioridad, es provisional,
mientras que si el título anticipado en la inscripción reúne los requisitos
del artículo 34 de la-Ley Hipotecaria, tal cierre resultará definitivo; pero
esta diferencia no debe llevar a desconocer la significación y autonomía
de aquel cierre provisional inherente a la sola prioridad registral.

6. Las consideraciones anteriores VÍf'nen avaladas por el nuevo artí­
culo 175, 2.°, del Reglamento Hipotecario tras su reforma de 1992, que
espedfica;:mmte impone la cancelación de toda inscripción posterior a
la anotación del embargo aunque se refiera a enajenaciones anteriores,
siempre que no estén basadas en derechos reflejados tabularmente con
anterioridad a la propia anotación y no afectados por ésta.

7. Por último, y aunque en eLeaso debatido no resulte aplicable, debe
tenerse en cuenta que tras la reforma del Reglamento Hipotecario se adop­
tan las precauciones oportunas para que la existencia de una··anotación
de embargo al tiempo de presentar a inscripción el título adquisitivo ante:·
rior al embargo mismo, no pase desapercibido al adquirente y pueda hacer
valer su título en el correspondiente proceso (vid. artículo 434 del Regla­
mento Hipotecario).

8. Así pues, no procede ahora denegar la inscripción pretendida !;;n

pretexto de esa ínscripción posterior a la anotación y provocada por un
título anterior al embargo mismo. Ahora bien, para acceder a la exten~iún

de aquélla sí que será preciso, por exigencia del tracto sucesivo, la previa
cance-lación de ésta, mediante la presentación del oportuno mandamiento
cancelatorio expedido por el JueZ que conoció de la ejecución, en el que
se exprese el cumplimiento de los requisitos prevenidos en el artícu"
lo 175,2.°, en su redacción anterior a Ja reforma antes referida, yartícu­
lo 233 del Reglamento Hipotecario ("id. artículos 131, B.8., Y 17 y 132,
2.°, de la Ley Hipotecaria).

Por todo ello, esta Dirección GE'nl"ral ha acordado estimar el recurso
interpuesto, revocando el auto apelado y la nota del Registrador en los
ténninos de los anteriores considerando!';.

Madrid, 23 de marzo de 1993.-EI Director general, Antonio Pau Pedrón.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

10329 RESOLUCIONde25 diJ marzo de 1993, del<tDi,oecciónGene­
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber­
nativo interpuesto por don Lino González Suár.ez, como
representante de ..Inmobiliaria Sala, Sociedad Anónima,.,
y ..Contratas Bencar, Sociedad Limitada,. (Un·wn Temporal
de Empresas), contra la denegación del Registrador de la
Propiedad número 4 de Oviedo, a prartu.:ar rectificacíones
de asientos registrales.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Lino González Suárez,
como representante de _Inmobiliaria Sala, Sociedad Anónima';, y.Contratas
Bencar, Sociedad Limitada- (Unión Temporal de Empresas), contra la dcr:E­
gación del Registrador de la Propiedad numero 4 de Oviedo, a practitar
rectifIcaciones de asientos regi ..tralcs.

Hechus

PiYr escrituras de 8 de·ju:;ü., (h lQgg, ante d X","lario de O,-iedo d i\

.¡o~.ié lIerrero GVllz{JezSolar, y di: 1ü rle junio de 19tV~, ante la Not,V.l
eJe Infif'~.to d{.ña Inma(~ulada Pahlns fiJrnlsn, don Lino GonJ:ákz Sutin "
en rppresentac!ón dr' .Inm0bi!lana Sola., SoC"i('flad An6nima." y ~Con!.rM::ts

B('n(ar, Sociedad Lim¡tada~ r,:,":11.6:n T('mporal d(' Empresas), mmpr6 a dL,,·
tintos partkutart"'s di"f'rms partk:pl:Idrme:-s indivisas, q"J.t' f"n cor:j.¡rto
r('rrf"s~ntabanel pleno dom:r.in de un solar, finca rt'.~$tral número B'J]G,

~

diciéndose en ambas _qUf;' compran y adquieren en la proporcién de un
75 por 100 la primera y 25 por 100 la segunda y con destino a h, lJnión
Temporal de Empresas:., motivando ambas las inscripciones 5.a y 6.8., res~

pectivamente, de di.cha finca.
Por otras dos escritura..<;l, de 9 de enero de 1992, ante el Notario de

Oviedo don José Herrero González-801ar, se rectificaron las dos eseritur:ls
anteriores en el sentido de hacer constar que la adquisición se hizu a
favor de la Unión Temporal de Empresas, que era la Entidad representada
por don Lino González Suárez, como Gerente único de la misma, y no
como se expresó en la escritura y se inscribió en el Registro a favor de
cada una de las Entidades componentes de la Unión en diversa propordúIl.
Estas escrituras de rectificaCión motivaron Ia..q inscripciones 1O.a y 1l.a

de dicha finca, y con posterioridad a las mismas se presentó en ~l Hegi;itro
de la Propiedad número 4 de Oviedo el escrito cuya denegación 1T10tiVÓ

este recurso.

II

Presentado en el Rt:!gistro de la Propiedad número 4 de OvÍé·dJ un
escrito suscrito por don Lino Gonzalez Suárez,_ como Gerente de ,-Inmo­
biliaria Sala, SOCiedad Anóní.ma~, y .Contratas Sencar, Sociedad Lin;~:¡¡da»

(Unión Temporal de Empresas), por el que solicitaba la re(.'tificrl'i':~. de
todos los asientos registralcs pcsteriores a la citada inscripción n.a p3.ra
adecuarlos a las rectificaciones que .rcª,ultaban de las inscripdcr:.¿,;; 10.8.
y 11.8. fue calificado con la siguiente nota: Se deniega la inscript¡;~;¡ de
lo solicitado en el preceuente escrito porque, aparte de que las Upj0!1es
Temporales de Empresas n') tienen personalidad jurídica propia, f'crLrmc
al artículo 7 de la Ley 18/W82, de 26 de mayo, se precisaría eSl'rH.urv
pública en la que constase el consentimiento de los titulares rcgistrales
o en su defecto resoludón judicial --para la anotación de embar.g{) man
damiento judicial-, de acuerdo ('ün lo dispuesto en los artículos 3 y 40,
apartado d), de la Ley Hipotecarja.-Oviedo, 10 de junio de 1992.--E: Regis­
trador.-Firma ilegible.-Firmadü Jose Ramón Bustillo Sánchez.

m

Don Lino Gonzálcz Suárez in,krpuCio contra dicha califi(;ad6n r~',:mj(l

gubernativo alegando: 1.0 Que ('n las primeras escrituras otorgad,Lo; y en
las inscripciones que motivaron se padeció el error de COllSid(-rar corno
Entidades adquirentes a los componentes de la Unión Temporal de 1':;r pre­
sas no obstante intervenir en ellas don Lino González Suárez, comorepre­
sentante de ésta, en cuanto Gerente de la misma, y no como representante
de aquéllas. 2.° Que para subsanar dicho error se otorgaron la.<;; escri.turas
de rectificación a fin de cvnseguir que a nivel de titulación y Hr·¿.;;;;,tro
constase claramente que la Entidad adquirente en la Unión Temporal de
Empresas con independencia del porcentaje de participación qw~ dentro
de la misma tuvieran 1M Entidades componentes de la Unión. 3.° Que
el escrito que motivaba el recurso se presentó con el fin de rectificar
los asientos intermedios, pues al haberse construido sobre el solar un
edificio y dividido éste horizontalmente en pisos se hacía necesaria la
rectificación de la inscripción de éstos para posibilitar la inscl'ipCi6n de
las posteriores escrituras de venta, al haber sido suscritos los contratos
privados previos por la Unión Temporal de Empresas.

IV

El Registrador de la Propiedad. número 4 de Oviedo, en cteft'l.",;). de
su nota, iIÚonnó: 1.0 Que las inscripciones practicadas a favilr (1:- ,,!n­
mobiliaria Sala, Socif'dad Anór,il1:!a., y ~Contratas Bencar, Sociedad l.imi­
tada., en la proporción de un 75 por 100 la primera y un 25, p<¡r 100
la segunda, está bien practícada ya que según el artículo 7, lll1~';(nJ 2,
de la Ley 18/1982, de 26 de ma;ro, ola Unión Temporal de Empn:;¡as no
tendrá personalidad jurídí.fa propia-o 2." Que don Lino Gonúl~ l. S.:"':ÜYZ,
al ser Gerente de la Unión, e..t:'Í. facultado para realizar la adqu¡,,· ;;.,.1.
pues según f;'1 artículo 8.0, 3l-,...z1:2do d}, dE' la mencionada Ley. r:~ « :1:e

ha de tener poderes srul;ifTtcs ,h' tudos y cada uno de les ir'; 'f'")S
que integran la Unión. 3° Que L.s inscripciones 10.8. y 11.", m:i-; 't~;ro de
rf;'ctificación, serían de adi.ll adj.~,. pues $(' limitan a hacer ("'J¡;~',!',;r q:te
la adquisición era a favor dt' la En!::iad .lumobilialia Sala, S(\-:::..~:·j,;\.¡ \:,,(}­
nima-, y _Contratas Bencar, bÚ:.l.':~dadLkmitada~(Unil)n TempuraJ d'~ L;:'~;lAe­

sas). Ley 18/1982, de 2'; .1(' r:aY~i~, h\in que €'xista acta formal de ü-::--, Lj"'; n
a favor de dicha Entld~,d. P',j!,l"! ";Cl-"~-' de personalidad jurid.¡,'_;;, ¡ A' J;)

que sigue en plena vjg::,,;.cl3 la l':";.~·::-i7",iúnde las participadf'~·;", ;j r;,· ·x
de cada una de hl.<¡Sod~dad:',~ f.j'~ in1(;gran la Unión, 4~o QI.1\' ,¡ l:~ ·:lt)

presentado nunca sná m(~,'::," kiJi) p!lra practicar rcctifif'J'-"'" '';"1

pues de conformidad con pI <t:r.:;x;;l,) ~1 dc la Ley Hipot~cariaSCTia:' . ·t¡:-~a

escritura pública, f'je':'!ltoria 0 d0n:n-U'¡ltn auténtico, expedido p',rr l.~ ';." ~::\

ridad judicial o por t'1 GA)~·~,'"r·:"J \) ~.-~l-'> agel1tes, y se prf.'rl~:·H:a "1 ('ro


